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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, decidió tutelar los derechos fundamentales invocados por la señora ELIZABETH HENAO.
ANTECEDENTES

Cuenta la accionante que en el año 1992 su esposo fue víctima de desaparición forzada por parte de grupos al margen de la ley, cuando el 26 de mayo de ese año se desplazaba entre los municipios de Toro y Roldanillo en el departamento del Valle, en ejercicio de su actividad de conductor de un vehiculo transportador de cilindros de gas propano. Afirma la actora que el camión que manejaba su esposo fue encontrado veinte días después de la fecha atrás mencionada, abandonado, desvalijado y con rastros de sangre, sin que se pudiera hallar el cuerpo de él. 
Por los anteriores hechos, en el año 2010 rindió declaración en las oficinas de Acción Social Pereira. Mediante resolución No. 2012-47644 del 27 de noviembre de 2012, se le reconoció la calidad de víctima por los hechos victimizantes que en años anteriores había puesto en conocimiento de las autoridades, así las cosas, fue incluida en el Registro Único de Víctimas. Con ocasión de esa resolución, afirma la petente que se acercó a las oficinas de la Personería Municipal de esta ciudad, en donde le elaboraron un derecho de petición para enviar a la UARIV solicitando información acerca de la reparación administrativa; sin embargo a la fecha no ha obtenido respuesta.  
De acuerdo a lo narrado, solicita se protejan sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a la accionada dar celeridad al pago de la reparación administrativa a la cual tiene derecho por la desaparición de su esposo. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, admitió la petición de amparo interpuesta y vinculó al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, ordenó la notificación a la parte accionada en la forma indicada en la ley, después de lo cual y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió, mediante sentencia del 18 de septiembre de 2013, tutelar el derecho fundamental de petición de la libelista, en consecuencia le ordenó a la UARIV que en el término de 48 horas siguientes a la notificación del fallo, procediera a resolver de fondo la solicitud de información que le hiciera la petente, respecto a la reparación administrativa a la cual tiene derecho por la desaparición forzada de su esposo, ocurrida en el año 1992. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció el fallo de tutela la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas procedió a impugnarlo indicando para ello que a la señora Henao se le había remitido un oficio mediante el cual se le daba respuesta a su solicitud de información respecto a la reparación administrativa; indicándosele para ello el procedimiento legal para la asignación de la reparación y los documentos que se debían presentar para poder acceder a ello. 

Por esas razones, considera que en el presente asunto existe un eximente de responsabilidad y por tanto es viable declarar la existencia de un hecho superado. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Visto lo obrante en el expediente se tiene que la presente acción constitucional tiene su origen en la omisión por parte de la accionada de dar una respuesta oportuna y de fondo a la solicitud de información de pago de indemnización administrativa que hiciera la accionante desde el mes de junio de 2013.
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que le ordenó a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, dar una respuesta de fondo a la petición de información, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo de primer nivel, sobre la reparación administrativa a la cual cree tener derecho por la desaparición forzada de su esposo, ocurrida en el año 1992, ello por cuanto considera la accionada que existe un hecho superado, toda vez que desde antes de la interposición de la acción ya había sido resuelta la petición, pero no se le había notificado en debida forma.
Examinado el expediente, encuentra la Colegiatura que a folios 61 a 63 del cuaderno de tutela, se puede apreciar el oficio No. 20137308514781 del 27 de junio del presente año, mediante la cual la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas resuelve la petición de información que le hiciera la señora Henao, respecto a la reparación administrativa a la cual cree tener derecho por la desaparición forzada de su esposo en el año 1992. Sin embargo, en comunicación telefónica sostenida con funcionario de esta Sala, ella informó que en ningún momento, ni antes ni después de proferido el fallo de tutela, ha recibido oficio alguno por parte de la accionada, en donde se le indique qué documentación debe anexar para acceder a la reparación administrativa pedida, de hecho, afirmó que cuando se presenta a las oficinas de la entidad le dicen que allí debe esperar que la llamen, que allí ya no pueden hacer nada
. 
Así las cosas, se puede establecer que la solicitud de la señora Henao no ha sido resuelta, y que si bien al presente proceso se anexó un oficio donde se pretende darle respuesta, el mismo no le fue notificado a ella y por tanto se convierte en un simple documento informativo para el Juez constitucional, quien no es el directo interesado en conocer su contenido. Bajo esas circunstancias es necesario confirmar el fallo de primer nivel. 
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 

Bajo ese contexto, y como ya se anunció, no es posible decir que con el simple hecho de haberse anexado al escrito de impugnación del fallo de tutela la respuesta a la petición de la accionante, constituya un hecho superado, pues como ya se vio, la encartada no le envió, a pesar de tener los medios para hacerlo, el oficio directamente a la solicitante; situación que hace necesaria la confirmación de la decisión adoptada en primera instancia.
Por último, quiere la Sala aclarar que la decisión adoptada tanto en primera como en segunda instancia, en momento alguno está ordenando le sea reconocido el derecho a la indemnización administrativa a la accionante y tampoco le ordena a la accionada pagar a ella suma alguna, pues en ella simplemente se le está ordenando responder de fondo la solicitud que ella hiciera el 11 de junio del año avante, acerca de los trámites a seguir para acceder a la reparación administrativa por los hechos victimizantes ocurridos en el año 2012.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira el día 18 de septiembre de 2013, en cuanto a la protección del derecho fundamental de petición de la señora ELIZABETH HENAO.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
Secretario
� Constancia visible a folio 5 del cuaderno de segunda instancia.  


� Corte Constitucional. Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001.


� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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